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Pereira, diecisiete (17) de noviembre de dos mil diez (2010).

Hora: 5: 00 p. m.

Aprobado según Acta No. 747

Sindicados:          José Domitilo Mena Rentería, Carlos Alberto Mena Mena, Dorminelly   

                                Lloreda Trejos, Marino de Jesús Echeverry Pulgarín, Erwing Largacha  

                              Pino, Luis Ángel Herrera Moreno, María Divina Maturana Machado, 

                              José Antonio Maturana Mosquera, Jorge Iván Asprilla Maturana,          

                              Orlando Perea Maturana, César Augusto Rentería, Willingtong 

                              Mosquera Machado, Jhon Jairo Mena Rentería, Juan Carlos Perea               

                              Pino, José Urbano Mosquera Machado, José Olmedo Perea 

                              Maturana, José Octavio Rentería Mena, Digna María Mosquera 

                              Buenaño, Luis Darío Machado Maturana y Eva María Castro 

                              Cárdenas  

Ofendido:            El Régimen Constitucional

Radicación:         660453189001  2006  00028  01

Delito:                   Rebelión

                    Procedencia:      Juzgado Sexto Penal  del Circuito de Pereira

VISTOS

Debería el Tribunal continuar con el trámite del recurso extraordinario de casación interpuesto dentro de este proceso, si no fuera porque se ha presentado una causal de extinción de la acción penal, cuya declaratoria por esta Corporación se torna insoslayable.

ANTECEDENTES

Las acciones comportamentales originarias de las presentes diligencias fueron consignados por esta Corporación, así:

“Los hechos génesis de la presente actuación se desarrollaron en los Departamentos de Risaralda, Antioquia y Chocó, en cuyos límites hace presencia el grupo subversivo denominado “Ejército Revolucionario Guevarista” (E. R. G.), con asentamiento principalmente en jurisdicción del corregimiento de Santa Cecilia, municipio de Pueblo Rico, Risaralda y Guarato, municipio de Tadó, Chocó. Como es un hecho notorio y por ende de público conocimiento, lo cual también aparece demostrado dentro de la presente investigación, esa región ha venido afrontando una grave situación de orden público, en la medida en que varios de sus habitantes han sido asesinados, desaparecidos, secuestrados y desplazados por el accionar de este grupo rebelde, así como por otros que también hacen presencia en la zona.

Dentro de los homicidios cometidos por miembros de dicha agrupación se mencionan el de los indígenas de la comunidad Embera Chamí, Fabián Esteves Queragama y Ezequiel Siagama Tascón, ocurrida esta última el 11 de junio de 2001 en la vereda la Loma del municipio de Mistrató, Risaralda.

La inconformidad de algunos miembros de la organización subversiva en comento, en razón de haber sido objeto de maltratos, engaños y por no estar de acuerdo con ciertas actividades desarrolladas por la misma, han llevado a que deserten de ésta y se presenten ante las autoridades militares o policiales en donde voluntariamente han manifestado su disposición de colaborar con la Justicia. Es así como en declaraciones judiciales han hecho el señalamiento de miembros activos del E. R. G. que en su calidad de guerrilleros o milicianos desarrollaron actividades propias del grupo insurgente en el corregimiento de Santa Cecilia, entre los cuales aluden a los  aquí acusados, los que fueron vinculados formalmente a la investigación y se les impuso medida de aseguramiento de detención preventiva”.

Con fundamento en los supuestos fácticos la Fiscalía inició la correspondiente investigación a la cual vinculó un poco más de cuatro decenas de ciudadanos; adelantó el ciclo instructivo y calificó el mérito sumarial mediante providencia del 14 de diciembre del 2004 (folios 56 a 180 del cuaderno original No. 24).

El pliego de cargos fue objeto de impugnación, pero fue confirmado a través de proveído del 14 de julio de 2005, tal como consta en el cuaderno de segunda instancia formado especialmente para ese efecto, de suerte que el trámite del juicio correspondió al Juzgado Sexto Penal de este circuito quien mediante pronunciamiento del 12 de diciembre de 2007 condenó a los siguientes ciudadanos: José Domitilo Mena Rentería, José Antonio Maturana Mosquera, José Olmedo Perea Maturana, Orlando Perea Maturana, Digna María Mosquera Buenaño, María Divina Maturana Machado, Luis Ángel Herrera Moreno, Jorge Iván Asprilla Maturana, José Urbano Mosquera Machado, Eva María Castro Cárdenas, Jhon Jairo Mena Rentería, César Augusto Rentería, Luis Darío Machado Maturana, Juan Carlos Perea Pino, Carlos Alberto Mena Mena, José Octavio Rentería Mena, Erwing Largacha Pino, Willington Mosquera Machado, Dorminelly Lloreda Trejos y Marino de Jesús Echeverry Pulgarín.

Contra el fallo condenatorio se ejerció el derecho de impugnación, en virtud del cual este Tribunal revocó la decisión adversa a Marino de Jesús Echeverry Pulgarín y Dorminelly Lloreda Trejos, a quienes absolvió, y confirmó la sanción proferida respecto de los demás (folios 6 a 96 del cuaderno original No. 36).

Los encargados de la defensa interpusieron el recurso extraordinario de casación, de suerte que se corrió el traslado a los demandantes quienes oportunamente presentaron las demandas respectivas. Vencido el término otorgado a los no recurrentes, el expediente pasó al Despacho para decidir acerca del envío de la actuación a la Honorable Corte Suprema de Justicia, lo cual no es procedente hacer en virtud de que se ha presentado el fenómeno jurídico de la prescripción de la acción penal.

CONSIDERACIONES

De conformidad con lo preceptuado por el artículo 83 de la ley 599 de 2000 que gobierna éste trámite procesal, la acción penal prescribe en un tiempo igual al máximo establecido en cada disposición, pero en ningún caso puede ser inferior a cinco ni superior a veinte años, excepto en los delitos de tortura, desaparición forzada, genocidio y desplazamiento forzado que prescriben en treinta años. Acorde con la regla 86 original, la prescripción de la acción penal se interrumpe una vez queda en firme la resolución de acusación, y cumplido éste fenómeno se debe volver a contar un término igual a la mitad del anterior, aunque de todas maneras no pude ser inferior a cinco ni superior a diez años.

Como premisa inicial para la decisión que ha de tomar la Sala, conviene recordar que el delito por el cual vienen siendo procesados los ciudadanos aquí mencionados, es el de rebelión previsto en el artículo 467 de la ley 599 de 2000, el cual tiene consagrada pena privativa de la libertad de 6 a 9 años. Así mismo se observa que el pliego de cargos quedó en firme el 14 de julio de 2005, de manera que en ese momento se interrumpió la prescripción de la acción penal y a partir de allí debe contarse un lapso de 5 años, el cual se cumplió el 14 de julio de 2010. 

En estas condiciones, abatido por el tiempo el ius puniendi de que es titular el Estado, no queda a la Sala alternativa diferente a la de declarar la prescripción, fenómeno que impide continuar con el ejercicio de la acción penal en cualquiera de las fases o sedes del proceso, y en consecuencia, de conformidad con el artículo 39 del estatuto ritual de 2000, se impone la obligación de decretar la cesación del procedimiento adelantado en contra de los ciudadanos referidos. 

La determinación que aquí se toma, se impone en esta sede judicial en atención al pronunciamiento que al respecto ha efectuado la Honorable Corte Suprema de Justicia, así:

“(…) Ahora bien, como el fenómeno jurídico de la prescripción se presentó cuando el proceso se encontraba en el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Ibagué, lo viable era que esta autoridad hubiera procedido ipso facto a dar aplicación al artículo 83 de la Ley 599 de 2000, pues, una vez se presenta la prescripción, el único camino a seguir es su declaración por parte del funcionario judicial que tiene el proceso, y no continuar con el trámite que se esté surtiendo en ese momento, para que finalmente sea la Corte, en este caso, la que proceda a decretar la extinción de la acción penal.

“Un tal proceder va en contravía del principio de celeridad consagrado en el artículo 4 de la Ley 270 de 1996 -pronta y cumplida administración de justicia-, lo que de suyo genera congestión judicial y que los superiores jerárquicos dediquen tiempo a ese tipo de situaciones, en lugar de utilizarlo en resolver más rápidamente los asuntos sometidos a su consideración”
.

En esta oportunidad el Tribunal no encuentra necesario hacer pronunciamiento respecto de la petición de devolución del arma de fuego y del dinero que formula el señor defensor de Marino Echeverry Pulgarín y Dorminelly Lloreda Trejos, toda vez que el juzgado de instancia decidió lo pertinente en el fallo impugnado, el cual no fue modificado en ese preciso aspecto.

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR prescrita la acción en el presente proceso adelantado en contra de José Domitilo Mena Rentería, José Antonio Maturana Mosquera, José Olmedo Perea Maturana, Orlando Perea Maturana, Digna María Mosquera Buenaño, María Divina Maturana Machado, Luis Ángel Herrera Moreno, Jorge Iván Asprilla Maturana, José Urbano Mosquera Machado, Eva María Castro Cárdenas, Jhon Jairo Mena Rentería, César Augusto Rentería, Luis Darío Machado Maturana, Juan Carlos Perea Pino, Carlos Alberto Mena Mena, José Octavio Rentería Mena, Erwing Largacha Pino, Willington Mosquera Machado, Dorminelly Lloreda Trejos y Marino de Jesús Echeverry Pulgarín, por el delito de rebelión.

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, DECRETAR la cesación del procedimiento seguido en contra de los mencionados ciudadanos.

TERCERO: ORDENAR la cancelación de las medidas restrictivas de la libertad impuestas a los acusados en mención por razón del presente asunto, incluido lo atinente a las órdenes de captura que no hayan sido canceladas y la libertad de quienes aún puedan estar recluidos por concepto de este proceso, y devolver la actuación al juzgado de origen para los fines pertinentes.

COPIÉSE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

LEONEL ROGELES MORENO                  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado









             Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ        JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES

Magistrado



                   Secretario

�	 C. S. de J. Sala de Casación Penal. Radicado No. 31730 del 6 de mayo de 2009. M. P. Sigifredo Espinosa Pérez.
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